
 
 

 
 
 

 

Página 1 de 15 

 

 

                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CATORCE (14) DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0824 (T02-2023-00153-01 S.I.) 
ACCIONANTE: CARLOS GARCIA GOMEZ 
ACCIONADO: SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD - INSPECTORA PRIMERA Y 
TERCERA DE POLICIA DE REACCION INMEDIATA DE SOLEDAD 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 7 de noviembre de 2023 por el JUZGADO  SEGUNDO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela 
impetrada por CARLOS GARCIA GOMEZ en contra de SECRETARIA DE GOBIERNO DE 
SOLEDAD - INSPECTORA PRIMERA Y TERCERA DE POLICIA DE REACCION 
INMEDIATA DE SOLEDAD, por la presunta violación de su derecho fundamental al 
TRABAJO Y DEBIDO PROCESO con fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 
 

 

 

SIGCMA 
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DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 18 de octubre de 
2023, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela. Además por auto de fecha 20 de octubre de 2023, negó la medida 
provisional solicitada. 
 
Memorial Accionante: 

 

 
 
INFORME LIZ GOMEZ PALMEZANO 
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INFORME INSPECCION DE POLICÍA DE REACCIÓN INMEDIATA TERCERA DE 
SOLEDAD ATLÁNTICO 
YURANY CAMPO ESPINOSA, en calidad de inspectora manifestó: 

 

 

 
 
INFORME ALCALDIA DE SOLEDAD – SECRETRAIA DE GOBIERNO 
SAMIR GUILLERMO SERRET BRANGO, en calidad de secretario de gobierno manifestó: 
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INFORME INSPECCION PRIMERA DE POLICÍA DE REACCIÓN INMEDIATA DE 
SOLEDAD 
MILENA ORTEGA GUZMÁN, en calidad de inspectora, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 7 de noviembre de 2023, resolvió negar el amparo 
invocado, en atención a que no cumple el requisito de subsidiariedad ya que el actor 
cuenta con otros mecanismos. 
 
  

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado, atendiendo lo siguiente: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si: 
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales invocados 
por CARLOS GARCIA GOMEZ,  presuntamente vulnerados por la SECRETARIA DE 
GOBIERNO DE SOLEDAD - INSPECTORA PRIMERA Y TERCERA DE POLICIA DE REACCION 

INMEDIATA DE SOLEDAD con ocasión del trámite adelantado por estas entidades, lo cual 
considera vulneratorio? 

 
¿Se dan los presupuestos jurídicos- fácticos para revocar el fallo impugnado? 

   
FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 13, 29, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política, sus decretos reglamentarios 2591 de 1991, sentencias T-1090/07, 
T-786-10 T-643/14 , T-138/14, T-723/14, T-643/14, T- 245-15, T- 144-  2016, SU- 047-
2017 y sentencia T- 151-2017 entre muchas otras.  
 

CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 
protección. La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como 
un mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en 
los cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para protegerlos. 
 
A continuación, se exponen brevemente los derechos fundamentales cuya protección 
invoca el accionante. 
 
TRABAJO La interpretación constitucional recae  sobre un objeto de mayor complejidad el 
derecho al trabajo como uno de los  valores esenciales de nuestra organización política, 
fundamento del Estado  social de derecho, reconocido como derecho fundamental que 
debe ser protegido en  todas sus modalidades y asegurar el derecho de toda persona al 
desempeño en  condiciones dignas y justas, así como los principios mínimos 
fundamentales a  los que debe sujetarse el legislador en su desarrollo y la obligación del  
Estado del desarrollo de políticas de empleo hacen del derecho al trabajo un  derecho de 
central importancia para el respeto de la condición humana y  cumplimiento del fin de las 
instituciones. La interpretación que surge de la  dimensión constitucional descrita no 
persigue la solución de un conflicto o  diferencia entre el trabajador y el empresario para 
hallar la solución correcta  sino pretende, la definición de campos de posibilidades para 
resolver  controversias entre derechos o principios fundamentales. La protección del  
derecho al trabajo desde la interpretación constitucional tiene el propósito de  optimizar un 
mandato en las más altas condiciones de racionalidad y  proporcionalidad sin convertirlo 
en el derecho frente al cual los demás deben  ceder. 
 
DEBIDO PROCESO 
El debido proceso, consagrado en el Art. 29 de la Constitucional Política, es de aquellos 
expresamente considerados como de naturaleza constitucional fundamental, mediante el 
cual se prevé que en toda clase de actuaciones, judiciales o administrativas, se aplicará el 
DEBIDO PROCESO, que implica, entre otras cosas, “la observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio”, que éstas se surtan “ante juez o tribunal competente” y en 
su debido tiempo. 
 
Para el cumplimiento de esta finalidad constitucional, nuestro ordenamiento jurídico ha 
establecido diversos mecanismos, en materia judicial y administrativa, que permiten un 
virtual equilibrio entre los detentadores y los destinatarios del poder, denominados 
procedimientos, regulados en los distintos códigos y normatividad que los adiciona o 
modifica, cuya estricta observancia deviene en garantía del debido proceso, que es en 
suma, la satisfacción de todas las formalidades establecidas en la Constitución y la Ley, 
dentro de cada procedimiento en particular, para hacer realidad el derecho sustancial. 
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Contienen pues tales procedimientos la determinación de las etapas en que se 
componen, las formas de valerse de los mismos y los eventos en que cada uno procede 
para la satisfacción de los derechos, el interés para acudir a ellos, las autoridades 
competentes, los medios de impugnación y de defensa contra las decisiones adoptadas, y 
todos los demás aspectos relevantes de los mismos. 
 
Así las cosas, las actuaciones administrativas, deben ser el resultado de un proceso que 
requieren de una regulación jurídica previa que limite los poderes del Estado y 
establezcan un respeto de los derechos y obligaciones de los sujetos procesales, de 
manera que ninguna actuación de las autoridades dependan de su propio arbitrio, sino 
que se encuentren sujetos a los procedimientos señalados en la ley. 
 
DERECHO A LA DEFENSA La jurisprudencia constitucional define el derecho a la 
defensa como la “oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier 
proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias 
razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de 
solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los 
recursos que la ley otorga”. 
 
DERECHO AL MINIMO VITAL El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte 
como "la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la 
financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el 
vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en 
salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la 
dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional". 
 
DERECHO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA 56. El derecho fundamental de acceso 
a la administración de justicia está consagrado en el artículo 229 Superior, y ha sido 
definido por esta Corte como la posibilidad que tienen todas las personas, naturales o 
jurídicas, de acudir a las autoridades judiciales para obtener la protección o el 
restablecimiento de sus derechos y la preservación del orden jurídico 
 
En este sentido, la administración de justicia contribuye a la materialización de los fines 
del Estado Social de Derecho, pues se trata de una función pública -artículo 228 
constitucional- mediante la que el Estado garantiza entre otros, “un orden político, 
económico y social justo, promueve la convivencia pacífica, vela por el respeto a la 
legalidad y la dignidad humana, y asegura la protección de los asociados en su vida, 
honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas 
 
Ahora bien, el derecho de acceso a la administración de justicia no se agota al acudir 
físicamente ante las autoridades judiciales, es necesario que todo el aparato judicial 
funcione y que la autoridad competente resuelva oportunamente el debate que se le 
plantea. Además, durante el trámite deben respetarse todas las garantías del debido 
proceso, y la decisión que se adopte debe cumplirse efectivamente 

 
CASO CONCRETO 

 
En el sub examine, el conflicto jurídico se contrae a determinar si existe vulneración de los 

derechos fundamentales invocados por CARLOS GARCIA GOMEZ a través de 

apoderado judicial, en contra de la SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD - 

INSPECTORA PRIMERA Y TERCERA DE POLICIA DE REACCION INMEDIATA DE 

SOLEDAD con ocasión de las actuaciones adelantadas en los dos procesos adelantados 

en su contra y en los cuales se declaró infractor por llevar a cabo actos de 

comportamientos contrarios a la integridad Urbanística. 

De  los hechos expuesto por el accionante, evidencia el Despacho que la pretensión de 

decretar la nulidad de todo lo actuado y que el accionante sea vinculado a un programa 

de reubicación laboral a fin a su ocupación actual y a las debidas indemnizaciones a que 

halle lugar, resultan improcedentes mediante este mecanismo constitucional, existiendo 

en la jurisdicción de contencioso administrativo el mecanismo de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante el cual pueden acudir y solicitar las medidas cautelares 

que considere necesarias.  
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Sumado a lo anterior, resulta necesario tener en cuenta que el actor previamente había 

presentado acción de tutela con cierta similitud en los hechos, la cual también fue resuelta 

en primera instancia por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias 

Múltiples de Soledad, quien la declaró improcedente, y en segunda instancia este 

Despacho confirmó lo resuelto por el A quo. 

En el presente caso, resulta necesario confirmar nuevamente lo resuelto por el A quo, ya 

que la situación puesta de presente por el actor no puede ser resuelta en un termino 

expedito como lo es la acción de tutela, siendo necesario llevar un debate probatorio que 

permita determinar si hay lugar a decretar nulidad de lo actuado o si se avala el trámite 

surtido por las aquí accionadas. Por lo que se tiene que el actor cuenta con otros 

mecanismos mediante los cuales puede solicitar lo que pretende, ya que no se puede 

pretender desplazar mediante la acción de tutela al juez natural y los procedimientos 

ordinarios correspondientes . 

Así las cosas, se confirmará el fallo de primera instancia proferido por el JUZGADO 

SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

adiado 7 de noviembre de 2023. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 7 de noviembre de 2023 

por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES 

DE SOLEDAD dentro de la solicitud de amparo instaurada por el señor CARLOS GARCIA 

GOMEZ a través de apoderado judicial, en contra de la SECRETARIA DE GOBIERNO DE 

SOLEDAD - INSPECTORA PRIMERA Y TERCERA DE POLICIA DE REACCION 

INMEDIATA DE SOLEDAD; de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este 

proveído.  

SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 

de la Ciudad y al juez a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable corte constitucional para su eventual 

revisión, según lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 

 

 


